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Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan
a lo determinado en la presente ley.

Disposición final primera.

El Gobierno de Canarias, en el plazo de un año, dictará
las disposiciones necesarias para el desarrollo de la pre-
sente ley.

Disposición final segunda.

La presente ley entrará en vigor a los dos meses
de su publicación en el «Boletín Oficial de Canarias».

Por tanto, mando a los ciudadanos y a las autoridades
que la cumplan y la hagan cumplir.

Santa Cruz de Tenerife, 26 de junio de 2001.

ROMÁN RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Canarias» número 83, de 6 de julio
de 2001.)

14279 LEY 4/2001, de 6 de julio, de medidas tri-
butarias, financieras, de organización y rela-
tivas al personal de la Administración Pública
de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Canarias ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del
Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publica-
ción de la siguiente Ley.

TÍTULO I

Medidas tributarias

Artículo 1. Modificación de la Ley 10/1999, de 13
de mayo, de modificación del Texto Refundido de
las disposiciones legales vigentes en materia de tasas
y precios públicos de la Comunidad Autónoma de
Canarias.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley
10/1999, de 13 de mayo, de modificación del Texto
Refundido de las disposiciones legales vigentes en mate-
ria de tasas y precios públicos de la Comunidad Autó-
noma de Canarias:

1. Se añade un artículo nuevo 18-bis, redactado en
los términos siguientes:

«Artículo 18-bis. Gestión de las tasas derivadas
del ejercicio de competencias delegadas en las
entidades municipales.

1. Cuando se efectúen por la Administración
Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias
delegaciones de competencias a las entidades
municipales, en cuya ejecución o desarrollo se pres-
ten servicios o realicen actividades gravadas con
tasas, delegará en éstas las competencias de ges-
tión, liquidación, recaudación e inspección de
dichas tasas, así como la resolución de los recursos
de reposición interpuestos contra los actos dictados

en vía de gestión de dichos tributos. En caso de
delegación, corresponderá a las entidades muni-
cipales el rendimiento derivado de las citadas tasas.
Las competencias delegadas deberán ejercerse por
las entidades municipales, a través de sus órganos
respectivos, de acuerdo con lo establecido en las
disposiciones legales y reglamentarias en materia
de tasas de la Comunidad Autónoma de Canarias.

2. La resolución de las reclamaciones econó-
mico-administrativas interpuestas contra los actos
dictados en vía de gestión de las tasas a las que
se refiere el apartado anterior, así como la trami-
tación y resolución de los procedimientos especia-
les de revisión, previstos en la Sección 1.a del Capí-
tulo VIII del Título III de la Ley 230/1963, de 28
de diciembre, General Tributaria, corresponderá a
los órganos de la Comunidad Autónoma de Cana-
rias que tengan atribuidas las funciones respecti-
vas, con excepción de la revisión a la que se refiere
el artículo 156 de la citada norma, que se llevará
a cabo por los órganos competentes de las enti-
dades municipales.»

2. Se añade una tarifa cuarta al número 5 de la
disposición adicional, con la siguiente redacción:

«Tarifa Cuarta. Matrícula para examen de asig-
naturas sin docencia.

En la matrícula para la convocatoria de examen
de asignaturas sin docencia en razón de la prevista
extinción de los planes de estudio correspondien-
tes, se exigirá el abono de las tasas previstas para
los estudios conducentes a estudios oficiales de
enseñanzas no renovadas con los que se corres-
pondan, en un 70, 80, 90 y 100 por ciento, según
se trate de la primera, segunda, tercera, cuarta y
siguientes convocatorias de las establecidas en el
artículo 1 del Real Decreto 2.347/1996, de 8 de
noviembre.»

Artículo 2. Modificación del Texto Refundido de las dis-
posiciones legales vigentes en materia de tasas y pre-
cios públicos de la Comunidad Autónoma de Cana-
rias, aprobado por Decreto Legislativo 1/1994, de
29 de julio.

Se introducen las siguientes modificaciones en el Tex-
to Refundido de las disposiciones legales vigentes en
materia de tasas y precios públicos de la Comunidad
Autónoma de Canarias, aprobado por el Decreto Legis-
lativo 1/1994, de 29 de julio:

1. Se crea un nuevo apartado, el 5, en el artículo
54-ter, que queda redactado del modo siguiente:

«5. Por decreto del Gobierno de Canarias podrá
fijarse la cuantía de la tasa correspondiente a nue-
vos impresos de declaración tributaria teniendo en
cuenta la regulación de los elementos cuantitativos
de las tasas contenida en el artículo 16 del presente
Texto Refundido y deberá ir acompañado de la
memoria económico-financiera a que se refiere el
artículo 17 de este Texto Refundido.»

2. Se modifica el artículo 172 que quedará redac-
tado como sigue:

«Artículo 172. Devolución del precio público.

1. Cuando se haya producido una duplicidad
en el pago del precio público o cuando se haya

mvazquezriera
Resaltado



BOE núm. 176 Martes 24 julio 2001 26831

valencia entre los Cuerpos y Escalas de la Administración
de la Comunidad Autónoma de Canarias y del Consejo
Consultivo, previa consulta a éste, con los de las demás
Instituciones mencionadas. Recíprocamente, la Mesa del
Parlamento resolverá sobre la equivalencia entre los
Cuerpos y Escalas de éste; del Diputado del Común y
de la Audiencia de Cuentas de Canarias con los de la
Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias
y Consejo Consultivo. En todo caso, en los procedimien-
tos de provisión de puestos de trabajo sólo podrán ser
tenidas en cuenta las equivalencias en lo que sean com-
patibles el Decreto del Gobierno y la Resolución de la
Mesa del Parlamento.

3. Hasta tanto se dicte el Decreto y la Resolución
de la Mesa al que se refiere el apartado anterior, será
requisito para autorizar la participación de funcionarios
procedentes de Institución o Administración distinta de
la convocante del procedimiento de provisión, los infor-
mes favorables de los órganos competentes en materia
de personal de cada una de ellas.

Artículo 16. Modificación de la Ley 9/1991, de 8 de
mayo, de Carreteras de Canarias.

Se modifica el artículo 31 de la Ley 9/1991, de 8
de mayo, de Carreteras de Canarias, al que se añade
un apartado 3, nuevo, del tenor siguiente:

«3. Tampoco se considerará publicidad los car-
teles informativos que indiquen lugares, centros,
o actividades culturales o de interés turístico excep-
cional.»

Disposición adicional primera. Modificación de la Ley
11/1997, de 2 de diciembre, de regulación del Sector
Eléctrico Canario.

Se modifica el apartado 1 del artículo 8 de la Ley
11/1997, de 2 de diciembre, de regulación del Sector
Eléctrico Canario, que queda redactado en los siguientes
términos:

«1. Se declaran de utilidad pública las insta-
laciones eléctricas de generación, transmisión,
transportes y distribución de energía eléctrica en
Canarias, a los efectos de la expropiación forzosa
de los bienes y derechos necesarios para su esta-
blecimiento, al igual que la imposición de las ser-
vidumbres de paso de líneas eléctricas. La decla-
ración de utilidad pública, que se tramitará a peti-
ción de parte en el caso de autorizaciones y de
oficio cuando se trata de licitaciones, llevará implí-
cita la necesidad de ocupación de los bienes o el
establecimiento de servidumbre de paso sobre los
terrenos precisos, cualquiera que fuera su titula-
ridad o calificación jurídica, e implicará la urgente
ocupación a los efectos del artículo 52 de la Ley
de Expropiación Forzosa.

La resolución del expediente será acordada por
la consejería competente en materia de energía,
sin perjuicio de la competencia del Gobierno de
Canarias en caso de oposición de organismos u
otras entidades de Derecho público.»

Disposición adicional segunda. De la ejecución directa
de obras, servicios, suministros y demás actividades
a través de sociedades públicas.

1. Las empresas públicas de la Comunidad Autó-
noma de Canarias previstas en el artículo 5.1 a) de la
Ley territorial 7/1984, de 11 de diciembre de la Hacien-

da Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, cuyo
capital sea íntegramente de titularidad pública, tendrán
la consideración de medio instrumental y servicio técnico
propio de la Administración Pública de la Comunidad
Autónoma de Canarias y de las entidades públicas vin-
culadas o dependientes de la misma, a los efectos de
la ejecución de las obras, trabajos, asistencias técnicas
y prestación de servicios que se les encomienden por
aquéllas, cuando se les reconozca tal condición por
decreto del Gobierno de Canarias, a propuesta conjunta
del consejero de Economía, Hacienda y Comercio y del
titular del departamento al que se encuentre adscrita
la respectiva empresa pública.

En los supuestos previstos en el párrafo anterior la
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de
Canarias y las entidades públicas vinculadas o depen-
dientes de la misma, en el ámbito de sus respectivas
competencias, podrán encomendar a dichas empresas
públicas la ejecución de cualquiera de las actividades
reseñadas que precisen para el ejercicio de sus respec-
tivas competencias y funciones, así como las que resul-
ten complementarias o accesorias de las mismas, siem-
pre en el ámbito del respectivo objeto social de dichas
empresas, y sin más limitaciones que las que vengan
establecidas por la normativa estatal básica en materia
de contratación de las Administraciones Públicas y por
la normativa comunitaria europea directamente aplica-
ble.

Dichas obras, trabajos y actividades encomendadas
se considerarán ejecutadas por la propia Administración.

La encomienda de dichas actividades no podrá impli-
car, en ningún caso, la atribución a las sociedades públi-
cas de potestades, funciones o facultades sujetas a Dere-
cho Administrativo propias de la Administración.

2. La contratación que se realice por las empresas
públicas con terceros a los efectos en el marco de la
ejecución de las obras, trabajos y actividades encomen-
dadas, previstos en el apartado anterior, se someterá
a los mismos criterios contenidos en la legislación de
contratación de las Administraciones Públicas en lo con-
cerniente a la capacidad de las empresas, publicidad,
procedimientos de licitación y formas de adjudicación.

Asimismo, en los supuestos en que la ejecución de
obras o la fabricación de bienes muebles por las empre-
sas públicas, en los términos previstos en el apartado
anterior, se verifique con la colaboración de empresarios
particulares, será de aplicación lo establecido, para
dichos contratos de colaboración en los artículos 152,
apartados 1 y 3, y 194, apartados 1 y 2, del Texto Refun-
dido de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000,
de 16 de junio.

3. Las relaciones entre la Administración Pública de
la Comunidad Autónoma o de las entidades públicas
vinculadas o dependientes de la misma y las empresas
públicas, en los supuestos previstos en el apartado 1,
se regularán mediante los correspondientes convenios,
que deberán ser autorizados por el titular del departa-
mento al que esté adscrita la respectiva empresa pública,
previo informe de la Dirección General del Servicio Jurí-
dico y de la Intervención General.

La realización de los encargos de actuaciones espe-
cíficas que se acometan al amparo de los convenios
a que hace referencia el párrafo anterior deberá venir
precedida de los preceptivos trámites técnicos, jurídicos,
presupuestarios y de control y aprobación del gasto. La
comunicación del encargo de una actuación específica
supondrá, para la sociedad pública, la orden para ini-
ciarla, viniendo obligada a su ejecución.
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